
AUTO N. 07995

“POR EL CUAL SE ORDENA EL INICIO DE UN PROCEDIMIENTO SANCIONATORIO 
AMBIENTAL Y SE TOMAN OTRAS DETERMINACIONES”

LA DIRECCIÓN DE PROCESOS SANCIONATORIOS DE LA SECRETARÍA DISTRITAL 
DE AMBIENTE

 
En uso de las facultades legales conferidas por la Ley 99 de 1993, con fundamento en la Ley 
1333 de 2009 modificada por la Ley 2387 de 2024, la Ley 1437 de 2011, en concordancia 
con el Acuerdo 257 del 30 de noviembre de 2006, y, en especial, las previstas en el literal a) 
del artículo 26 del Decreto 509 del 22 de octubre de 2025 y,

CONSIDERANDO

I. ANTECEDENTES

Que miembros del Grupo de Protección Ambiental y Ecológico (GUAPE), con apoyo de la 
Secretaría Distrital de Ambiente, en procedimiento policivo, encontraron el día 19 de marzo de 
2015, al señor HERNANDO JOSÉ SALINAS POLO, identificado con cédula de ciudadanía No. 
1.063.488.240, en la terminal de transporte sede Salitre de Bogotá D.C., movilizando cuatro (4) 
especímenes denominadas Tortuga Morrocoy (Chelonoidis carbonarius) pertenecientes a la 
fauna silvestre Colombiana, sin contar con el permiso o autorización para su tenencia ni el 
salvoconducto que amparara su movilización, por lo que se procedió a su incautación.

Que, de esta diligencia se dejó debida constancia en el Acta de Incautación No. AI SA 19-03-15-
0099/CO0858-14 del 19 de marzo de 2015, y se diligenció por parte de la Secretaría Distrital de 
Ambiente, el Formato de Custodia No. FC SA 0198 OC 0858-14, con Rótulos Internos Nos. SA-
RE-15-0064, SA-RE-10065, SA-RE-15-0066 y SA-RE-15-0067 del 19 de marzo de 2015.

II. CONSIDERACIONES TÉCNICAS 

Que la Subdirección de Silvicultura, Flora y Fauna Silvestre de la S.D.A., emitió el Informe Técnico 
Preliminar AI SA 19-03-150099/CO 0858-14 del 19 de marzo de 2015, el cual se expuso entre 
otros lo siguiente:

 “(…)



2.ANTECEDENTES

El 19 de Marzo de 2015,1os profesionales de la Oficina de Enlace de la Secretaria Distrital de Ambiente de la Terminal de 
Transportes El Salitre, atendieron la solicitud de apoyo técnico hecha por parte de miembros del Grupo de Protección Ambiental 
y Ecológico (GUPAE) asignados a la Terminal de Transportes El Salitre, para determinar cuatro (4/tortugas que eran transportadas 
en una caja de cartón y que habían sido observadas en la plataforma de descensos Modulo 5, podían ser identificadas como 
pertenecientes a la fauna silvestre y si su movilización era legal.

a. Descripción general del lugar: El procedimiento de incautación fue llevado a cabo en la 0ficina de Enlace de la Terminal de 
Transportes El Salitre; ubicada en la ciudad de Bogotá D.C. en la Diagonal 23 No. 69 - 55 en la Localidad de Fontibón.

b. Determinación de si existe la presunta infracción a la normativa ambiental en el tema de fauna silvestre: Se considera 
una infracción en materia ambiental la movilización de especímenes o productos de la fauna silvestre que no estén 
amparados en un Salvoconducto Único de Movilización Nacional dentro del territorio colombiano (Resolución 438 de 2001) o bien, 
mediante Decreto 1375 de 2013 o Decreto 1376 de 2013, que establecen el Registro único Nacional de Colecciones Biológicas y 
el permiso de recolección de especímenes de especies silvestres con fines de investigación científica respectivamente; en caso de 
que se demostrase dicha finalidad.

De forma adicional, es causa agravante atentar contra recursos naturales declarados en alguna categoría de amenaza, o sobre los 
cuales existe veda, restricción o prohibición. Que la infracción sea grave en ilación con el valor de la especie afectada, el cual se 
determina por sus funciones en el ecosistema, por sus características particulares y por el grado de amenaza a que esté sometido 
(numerales 6 y 11, Artículo 7 de la Ley 1333 de 2009). Además, se entiende por especie amenazada, aquella que ha sido 
declarada como tal por tratados o convenios internacionales aprobados y ratificados por Colombia (CITES) o que haya sido 
declarada en alguna categoría de amenaza por el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible (Resolución 0192 de 2014).

2. Descripción general del operativo de control

El 19 de Marzo de 2015 a las 06:45 un Auxiliar Bachiller perteneciente al Grupo de Protección Ambiental y Ecológico, observó 
en la plataforma de descenso de pasajeros Módulo 5 de la Terminal de Transportes El Salitre, a una persona movilizando una caja 
de cartón, por lo que hizo la respectiva revisión, encontrando que se trataba de cuatro (4) tortugas probablemente de la fauna 
silvestre, por lo cual solicitó apoyo técnico a los profesionales de la Oficina de Enlace de la Secretaria Distrital de Ambiente, al 
practicarse la verificación por parte del profesional de fauna, se comprobó que se trataba de cuatro (4} tortugas vivas cuyas 
características morfol6gicas y caracteres diagnósticos que se describen en el numeral 4 (ANALISIS TECNICO), permitieron 
determinar que pertenecen a la especie Chelonoidis carbonaria – Tortuga Morrocoy.

Los miembros de la Policía Nacional solicitarán los documentos de identificación de la persona, siendo identificado como 
Hernando José Salinas Polo con Cédula de Ciudadanía No. 1.063.488.240 de Chimichagua (Cesar) realizarse la revisión de 
antecedentes penales, no se encontró reporte alguno.

El presunto contraventor manifestó proceder del municipio de Chimichagua en el departamento de Cesar, de donde traía los 
especímenes, los cuales le fueron regalados en este municipio. El señor Salinas arribó a la ciudad de Bogotá en un bus de 
servicio interdepartamental de la empresa Copetran. AI respecto del tiempo de tenencia, el señor Salinas manifestó tenemos hace 
un (1) día.

Al solicitarle los documentos expedidos por las autoridades ambientales como soporte de la movilización legal de las tortugas, el 
señor Salinas manifestó desconocer este requerimiento y no contar con documento alguno que amparara la movilización legal de 
los animales.

Atendiendo a lo verificado y en ausencia de documentos legales para la movilización de las tortugas morrocoy, se daban las 
condiciones para efectuar la incautación. De esta diligencia se dejó debida constancia en Acta de Incautación SA-19-03-15-



0099/C0 0858-14, suscrita por el Patrullero Alexander Tala Díaz perteneciente a la Policía Nacional. Las tortugas incautadas, 
fueron dejadas a disposición de la SDA para su adecuado manejo en la Oficina de Enlace de la Terminal de Transportes El Salitre 
donde se le dio ingreso mediante Formato de Custodia FC SA 0198 / CO 0858-14.

En la Tabla 1 se presenta un resumen de los datos más relevantes de la diligencia de incautación .

Tabla 1. Detalles de la Incautación practicada.
No. del acta de incautación AI SA-19-03-15-0099/C0 0858-14

Fecha del procedimiento 19 de Marzo de 2015
Dirección del presunto
contraventor

Calle 128 B Sur con Carrera 50 Barrio El Prado Veraniego- Tel: 3002187028

Descripción especifica del
Iugar de incautación

Terminal de Transportes El Salitre S.A (Diagonal 23 No 69-55), Módulo 5

Nombre de la persona: Hernando José Salidas Polo/
Ocupación: Instructor musical /
Identificación (CC o NIT): CC. 1.063.488.240 de Chimichagua (Cesar

Relación de la incautación

No. Formato de custodia: FC SA 0198 / CO 0858-14
Autoridad de Policia que 
participó Patrullero Alexander Tola Díaz. Policia Nacional.

RELACIÓN DE LAS ESPECIES 0 PRODUCTOS INCAUTADOS

Nombre 
Científico Cant. Estado Identificación

Estado de
conservación de la 

especie

Anexo 
fotográfico

Chelonoidis
carbonaria

4 Vivos

No Portaba, se asigna
rótulo interno No. 

SA-RE-15-0064,
SA-RE-15-0065, 

SA-RE-15-0066 y 
SA-RE-15-0067

CR (Resolución 0192
de 2014)

No Listada (UICN) 
Apéndice ll (CITES)

Fotos 3 a 10.

(…)

5. CONCLUSIONES

1. Los cuatro (4) especímenes incautados corresponden a la especie Chelonoidis carbonaria, 
denominada comúnmente como Tortuga Morrocoy, pertenecientes a la diversidad biológica 
colombiana.

2. Esta especie se encuentra catalogada oficialmente en Colombia en peligro crítico (CR) de acuerdo 
con la Resolución 0192 de 2013, además está incluida en el Apéndice II de CITES.

3. Estos individuos fueron movilizados por el territorio colombiano sin el documento respectivo 
(Salvoconducto Único de Movilización Nacional o un permiso de estudio con fines de investigación 



científica), considerándose tal movilización como una infracción, de acuerdo con lo dispuesto en la 
Resolución 438 de 2001 o bien, mediante, el Registro Único Nacional de Colecciones Biológicas o 
Permiso de recolección de especímenes de especies silvestre con fines de investigación científica 
(Decreto 1375 de 2013 y Decreto 1376 de 2013); por no estar amparada bajo ninguno de estos 
documentos. Además de atentar contra los recursos naturales declarados en alguna categoría de 
amenaza o en peligro de extinción, que es considerado como una causa agravante según lo 
dispuesto en los numerales 6 y 11, Artículo 7 de la Ley 1333 de 2009. Y es aplicable la Ley 1333 
de 2009 por la cual se establece el procedimiento sancionatorio ambiental para Colombia.

4. Se considera que la extracción de individuos de esta especie de su hábitat natural podría ocasionar 
daños ambientales como la extinción de la misma, ya que este individuo pertenece a una especie 
que está enfrentando un riesgo de extinción extremadamente alto en vida silvestre, generado por 
la desmedida captura de especímenes; esto puede interferir en las relaciones interespecificas en 
su lugar de origen ocasionando una daño al equilibrio ecológico, también puede provocar 
alteraciones en su lugar de destino, de forma que la introducción de individuos de esta especie en 
determinados ambientes podría generar la competencia por recursos con las especies propias de 
la zona, desplazándolas, afectando el equilibrio natural del ecosistema.

6. CONCEPTO TÉCNICO 

De acuerdo con la información disponible y la evaluación técnica correspondiente, se evidencia la 
movilización ilegal de cuatro (4) individuos correspondientes a la fauna silvestre colombiana 
(Chelonoidis carbonaria), ya que se realizó sin el respectivo documento (Salvoconducto Único de 
Movilización Nacional o el Registro Único| Nacional de Colecciones Biológicas o Permiso de 
recolección de especímenes de especies silvestre con fines de investigación científica) que 
amparara su movilización del dentro del territ0fÌ0 colombiano (Resolución 438 de 2001, Decreto 
1375 de 2013 y Decreto 1376 de 2013) y es aplicable la Ley 1333 de 2009 Ç0f la cual se establece 
el procedimiento sancionatorio Ambiental para Colombia

Además según la Resolución 0192 de 2014 estos individuos pertenecen a una especie que está en 
peligro critico de extinción y esto es considerad0 como una causa agravante (numerales 6 y 11, 
Articulo 7 de la Ley 1333 de 2009) Y está incluida en el Apéndice II de CITES Sin embargo, los 
especímenes eran transportados como mascota, situación que le provocó el deterioro de su estado 
de salud, evidenciándose en una baja condición corporal y deshidratación, esto como consecuencia 
de la extracción de su hábitat natural.(…)”.

Que con posterioridad, la Dirección de Control Ambiental a través de la Subdirección de 
Silvicultura, Flora y Fauna Silvestre emitió el Concepto Técnico No. 05760 del 15 de mayo de 
2018, por medio del cual se dio alcance al Informe Técnico Preliminar AI SA 19-03-150099/CO 
0858-14 del 19 de marzo de 2015, que entre otras cosas, señaló lo siguiente:

“(…)

3. DESCRIPCIÓN GENERAL DEL OPERATIVO DE CONTROL 

Se acoge la descripción del operativo referido en el Informe Técnico Preliminar AI SA 19-03-15-
0099/CO 0858-14.



4. ANÁLISIS TÉCNICO

Se acoge la descripción del Análisis Técnico referido en el Informe Técnico Preliminar AI SA 19-03-
15-0099/CO 0858-14.

4.1 Concepto Técnico

En cuanto a legislación nacional e internacional, esta especie de Tortuga se encuentra catalogada 
oficialmente en Colombia como especie Vulnerable (VU) según la Resolución 1912 de 2017 expedida 
por el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible (MADS), mediante la cual se declaran las 
especies silvestres que se encuentran amenazadas en el territorio nacional. 

Por otra parte, se encuentra incluida en el Apéndice II de CITES (CITES), ente internacional que 
regula el Comercio de Especies Amenazadas de Flora y Fauna. 

Por último, esta especie se encuentra catalogada como Vulnerable (VU) por el Libro Rojo de Reptiles 
de Colombia (2015) y por la UICN (Unión Internacional para la Conservación de la Naturaleza) lo 
que implica que, al aplicar una serie de criterios tales como rango geográfico, tamaño poblacional, 
riesgo de extinción, amenazas y otras variables de tipo ecológico, esta especie se encuentra 
amenazada. En términos de extinción, esta especie se encuentra en un grado de importancia medio 
que otras especies que si se encuentran amenazadas. Sin embargo, no implica que no sea de 
importancia para la conservación o que no se deban tomar las medidas de control respectivas para 
prevenir su desaparición.

(…)

5. CONCLUSIONES

Se acogen las conclusiones referidas en el Informe Técnico Preliminar AI SA 19-03-15-0099/CO 
0858-14. Además vale la pena sumar las siguientes:

1. Se observan diversas actividades sobre la fauna silvestre no autorizadas (aprehensión y 
movilización), atentatorias contra la estabilidad de un recurso natural esencialmente importante 
para el equilibrio de nuestros ecosistemas. 

2. La citada ley 1333 de 2009 dispone en el numeral 5 del artículo 7 como causal de agravación de la 
responsabilidad en materia ambiental, el infringir varias disposiciones legales con la misma conducta. 
(…)”

Que a través del Auto No. 0507 del 17 de enero de 2024, la Dirección de Control Ambiental de la 
Secretaría Distrital de Ambiente, en virtud del artículo 17 de la Ley 1333 de 2009 (modificada por 
la Ley 2387 de 2024),  ordenó la apertura de Indagación Preliminar en contra del señor 
HERNANDO JOSÉ SALINAS POLO, con el fin de establecer si existía o no mérito para iniciar 
proceso sancionatorio ambiental. 

III. CONSIDERACIONES JURÍDICAS



De los Fundamentos Constitucionales y Legales

Que de acuerdo con lo establecido en el artículo 8° de la Constitución Política de Colombia es 
obligación, a cargo del Estado colombiano y de los particulares, proteger las riquezas culturales 
y naturales de la Nación.

Que el régimen sancionador, encuentra fundamento constitucional en el artículo 29 de la 
Constitución Política, que dispone la aplicación a toda clase de actuaciones administrativas, del 
debido proceso, en virtud del cual, “Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al 
acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas 
propias de cada juicio”, y el desarrollo de la función administrativa conforme a los principios de 
igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad.

Que, por su parte, el artículo 79 de la Carta Política consagra el derecho de las personas a gozar 
de un ambiente sano y el deber del Estado de proteger la diversidad y la integridad del ambiente, 
conservar las áreas de especial importancia ecológica y fomentar la educación para el logro de 
estos fines.

Que, a su vez, el artículo 80 de la misma Carta establece que el Estado planificará el manejo y 
aprovechamiento de los recursos naturales renovables, para garantizar su desarrollo sostenible, 
así como su conservación, restauración o sustitución. También ordena que el Estado colombiano 
deberá prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental, imponer las sanciones legales a 
que haya lugar y exigir la reparación de los daños causados.

Que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° del Decreto-Ley 2811 de 1974 - Código 
Nacional de Recursos Naturales Renovables y de Protección al Medio Ambiente; la preservación 
y el manejo de los recursos naturales renovables son de utilidad pública e interés social.

De los Fundamentos Legales en Materia de Fauna

Que el Decreto-Ley 2811 de 1974, por el cual se dicta el Código Nacional de Recursos Naturales 
Renovables y de Protección al Medio Ambiente, en lo relacionado con las actividades de caza y 
tenencia ilegal de especies de fauna silvestre, nos indica:

“Artículo 42.- Pertenecen a la nación los recursos naturales renovables y demás elementos 
ambientales regulados por este Código que se encuentren dentro del territorio nacional, sin 
perjuicio de los derechos legítimamente adquiridos por particulares y de las normas especiales 
sobre baldíos. (…) 

Artículo 51.- El derecho de usar los recursos naturales renovables puede ser adquirido por 
ministerio de la ley, permiso, concesión y asociación. (…) 

Artículo 250.- Entiéndase por caza todo acto dirigido a la captura de animales silvestres, ya sea 
dándoles muerte, mutilándolos o atrapándolos vivos, y a la recolección de sus productos.



Artículo 251.- Son actividades de caza la cría, captura, transformación, procesamiento, trasporte 
y comercialización de especies y productos de la fauna silvestre. (…)

Que, del mismo modo, el Decreto 1076 del 26 de mayo de 2015, por medio del cual se expide el 
Decreto Único Reglamentario del Sector Ambiente y Desarrollo Sostenible”, establece:

Artículo 2.2.1.2.5.1. Concepto. Entiéndase por caza todo acto dirigido a la captura de animales 
silvestres ya sea dándoles muerte, mutilándolos o atrapándolos vivos y la recolección de sus 
productos. Se comprende bajo la acción genérica de cazar todo medio de buscar, perseguir, 
acosar, aprehender o matar individuos o especímenes de la fauna silvestre o recolectar sus 
productos”. 

Artículo 2.2.1.2.5.2. Actividades de caza. Son actividades de caza o relacionadas con ella, la 
cría o captura de individuos, especímenes de la fauna silvestre y la recolección, transformación, 
procesamiento, transporte, almacenamiento y comercialización de los mismos o de sus productos”. 

Artículo 2.2.1.2.5.4. Ejercicio de la caza. Para el ejercicio de la caza se requiere permiso, el cual, 
atendiendo a la clasificación de caza que establece el artículo 252 del Decreto ley 2811 de 1974, 
podrá ser de las siguientes clases:

1. Permiso para caza comercial. 
2. Permiso para caza deportiva. 
3. Permiso para caza de control. 
4. Permiso para caza de fomento”.

Que la Resolución 1909 del 2017, modificada parcialmente por la Resolución 0081 del 2018, “por 
medio de la cual se establece la definición de Salvoconducto Único Nacional para la movilización 
de especímenes de la diversidad biológica y el ámbito de aplicación”, indica:

“Artículo 2. Ámbito de aplicación. La presente resolución será aplicada por las autoridades 
ambientales competentes y todo aquel que esté interesado en transportar por el territorio nacional, 
especímenes de la diversidad biológica en primer grado de transformación e individuos, 
especímenes o productos de la fauna silvestre, cuya obtención esté amparada por acto 
administrativo otorgado por la autoridad ambiental competente. (…)”

Del procedimiento – Ley 1333 de 20091 modificada por la Ley 2387 de 2024 y demás 
disposiciones

Que el procedimiento sancionatorio ambiental en Colombia se encuentra regulado en la Ley 1333 
del 21 de julio de 2009, modificada por la Ley 2387 de 2011.

Que, el artículo 1° de la citada Ley, establece: 

1 Por la cual se establece el procedimiento sancionatorio ambiental y se dictan otras disposiciones.



“Titularidad de la potestad sancionatoria en materia ambiental. El Estado es el titular de la potestad 
sancionatoria en materia ambiental y lo ejerce sin perjuicio de las competencias legales de otras 
autoridades a través del Ministerio de Ambiente y Desarrollo sostenible, la Autoridad Nacional de 
Licencias Ambientales, las Corporaciones Autónomas Regionales, las de Desarrollo Sostenible, las 
Unidades Ambientales de los grandes centros urbanos a que se refiere el artículo 55 y 66 de 
la Ley 99 de 1993, los establecimientos públicos ambientales a que se refiere el artículo 13 de la 
Ley 768  de 2002 y Parques Nacionales Naturales de Colombia, de conformidad con las 
competencias establecidas por la ley y los reglamentos.

PARÁGRAFO. En materia ambiental, se presume la culpa o el dolo del infractor, lo cual dará lugar 
a las medidas preventivas y sancionatorias. El infractor será sancionado definitivamente si no 
desvirtúa, en los términos establecidos en la presente Ley, la presunción de culpa o dolo para lo cual 
tendrá la carga de la prueba y podrá utilizar todos los medios probatorios legales.”

Que la Ley 1333 de 2009 modificada por la Ley 2387 de 2024, señala en su artículo 3°, que son 
aplicables al procedimiento sancionatorio ambiental, los principios constitucionales y legales que 
rigen las actuaciones administrativas, y los principios ambientales prescritos en el artículo 9 del 
Código de Recursos Naturales Renovables Decreto Ley 2811 de 1974, 1 de la Ley 99 de 1993, 
la Ley 165 de 1994, la Ley 388 de 1997 y los demás principios contenidos en las disposiciones 
ambientales vigentes en que las sustituyan o modifiquen.

Que, a su vez, el artículo 5° ibidem, establece que se considera infracción en materia ambiental 
toda acción u omisión que constituya violación a las disposiciones ambientales vigentes y a las 
contenidas en los actos administrativos emanados de la autoridad ambiental competente; de igual 
manera, constituye infracción ambiental la comisión de daño al medio ambiente. 

Que de igual manera el parágrafo tercero del mismo artículo 5 de la precitada ley sancionatoria, 
establece que, será también constitutivo de infracción ambiental el tráfico ilegal, maltrato, 
introducción y trasplante ilegal de animales silvestres, entre otras conductas que causen un daño 
al medio ambiente. 

Que, a su vez los artículos 18, 18 A, 19 y 20 de la norma ibidem establecen:

“Artículo 18. Iniciación del procedimiento sancionatorio. El procedimiento sancionatorio se 
adelantará de oficio, a petición de parte o como consecuencia de haberse impuesto una medida 
preventiva mediante acto administrativo motivado, que se notificará personalmente conforme a lo 
dispuesto en el Código Contencioso Administrativo, el cual dispondrá el inicio del procedimiento 
sancionatorio para verificar los hechos u omisiones constitutivas de infracción a las normas 
ambientales. En casos de flagrancia o confesión se procederá a recibir descargos.

ARTÍCULO 18A. Suspensión y Terminación Anticipada del Procedimiento Sancionatorio 
Ambiental por Corrección y/o Compensación Ambiental. La autoridad ambiental competente, 
desde la iniciación del procedimiento sancionatorio cuando sea el caso y hasta antes de emitir la 
decisión que define la responsabilidad del presunto infractor, podrá, a petición del presunto infractor, 
suspender el ejercicio de la potestad sancionatoria ambiental, si éste presenta propuesta de medidas 



técnicamente soportadas y viables para corregir y/o compensar la afectación o daño ambiental 
ocasionado, las cuales deberán ejecutarse directamente por el presunto infractor.

Para lo anterior, una vez declarada la suspensión del procedimiento sancionatorio ambiental, el 
presunto infractor deberá presentar dentro de los siguientes cinco (5) días hábiles ante la autoridad 
ambiental competente, una garantía de cumplimiento que ampare el cumplimiento de las 
obligaciones y los costos de las medidas descritas en el presente artículo, la cual deberá estar 
constituida a favor de la autoridad ambiental competente.

La suspensión será máxima de dos (2) años y se podrá prorrogar hasta por la mitad del tiempo 
establecido inicialmente considerando que técnicamente sea necesario para la evaluación, 
implementación y verificación de las medidas. Durante la suspensión no correrá el término de la 
caducidad prevista en el artículo 10 de la presente ley ni el término al que se refiere el parágrafo del 
artículo 17 de la presente ley.

Culminada la implementación de las medidas, si la autoridad ambiental ha verificado mediante 
seguimiento y control ambiental que se corrigieron y/o compensaron las afectaciones o daños 
ambientales causados con la infracción investigada, declarará la terminación anticipada del 
procedimiento sancionatorio ambiental y ordenará la inscripción de dicha decisión en los registros 
que disponga la autoridad ambiental, con la advertencia de no ser un antecedente.

La autoridad ambiental competente podré cobrarle al presunto infractor los costos en que incurrió en 
el desarrollo del procedimiento ambiental sancionatorio y los del servicio de evaluación y de control 
y seguimiento ambiental de las medidas a que se refiere el presente artículo.

PARÁGRAFO 1. Presentada la propuesta por el presunto infractor, la autoridad ambiental tendrá un 
plazo de un (1) mes contado a partir de su radicación, para evaluarla. Si la autoridad ambiental 
requiere información adicional, así lo ordenará para que esta se allegue en un término no superior al 
establecido en el artículo 7 de la Ley 1437 de 2011 o la norma que la modifique o sustituya. Contra 
la decisión que niegue la suspensión y terminación anticipada del procedimiento sancionatorio 
previsto en este artículo procede el recurso de reposición el cual será decidido en un plazo de diez 
(1º) días.

PARÁGRAFO 2. En caso de incumplimiento por el presunto infractor de las medidas aprobadas por 
la autoridad ambiental competente durante la evaluación, control y seguimiento ambiental, se 
levantará la suspensión del procedimiento sancionatorio.

PARÁGRAFO 3. El Registro Único de Infractores Ambientales - RUIA de que trata el artículo 57 de 
la presente ley, tendrá un apéndice especial en el que se inscribirán las decisiones que declaran la 
terminación del procedimiento sancionatorio ambiental de que trata el presente artículo en un término 
de 12 meses a partir de la vigencia de la presente Ley.

PARÁGRAFO 4. El beneficio de suspensión y terminación del procedimiento no podrá aplicarse a 
presuntos infractores que hayan accedido al mismo dentro de los cinco (5) años anteriores contados 
desde la firmeza del acto administrativo que declare la terminación del procedimiento, de acuerdo 
con la información obrante en el apéndice: especial al que hace referencia el parágrafo 3 de este 
artículo. (Adicionado por el artículo 10 de la ley 2387 de 2024)



Artículo 19. Notificaciones. En las actuaciones sancionatorias ambientales las notificaciones se 
surtirán en los términos del Código Contencioso Administrativo”.

Que, de igual manera, la multicitada Ley 1333 de 2009, en su artículo 20 establece:

“ARTÍCULO 20. Intervenciones. Iniciado el procedimiento sancionatorio, cualquier persona natural 
o jurídica podrá intervenir para aportar pruebas o auxiliar al funcionario competente cuando sea 
procedente en los términos de los artículos 69 y 70 de la Ley 99 de 1993. Se contará con el apoyo 
de las autoridades de policía y de las entidades que ejerzan funciones de control y vigilancia 
ambiental, así como con las entidades de investigación del SINA”.

PARÁGRAFO 1. En el caso de pruebas técnicas especializadas, conceptos o modelaciones, las 
autoridades podrán solicitar el apoyo a universidades públicas o privadas, o expertos científicos y 
técnicos sin que se hubiere realizado convenio, o contrato específico para ello. 

En el marco de la autonomía universitaria, esta decidirá las mejores condiciones para su desarrollo, 
siempre que sea posible.

PARÁGRAFO 2. Cuando las personas a las que hoce referencia este artículo presenten los recursos 
procedentes en la oportunidad procesal pertinente y cumpliendo los requisitos de ley, la autoridad 
ambiental competente entenderá que se trata de una, solicitud de intervención y dará trámite al 
recurso respectivo.

PARÁGRAFO 3. La información recaudada en las audiencias públicas ambientales de que trata el 
artículo 72 de la ley 99 de 1993 serán tenidas en cuenta como prueba en el procedimiento 
sancionatorio ambiental, bajo los criterios de pertinencia, conducencia y necesidad.

(Modificado por el artículo 24 de la ley 2387 de 2024)”

Que, de otro lado, el artículo 22° de la citada Ley, dispone que para determinar con certeza los 
hechos constitutivos de infracción y completar los elementos probatorios, la autoridad ambiental 
competente podrá realizar todo tipo de diligencias administrativas, tales como visitas técnicas, 
toma de muestras, exámenes de laboratorio, mediciones, caracterizaciones, etc.

Que, aunado a lo anterior, el artículo 56 indica que:

 “(…) Las autoridades que adelanten procesos sancionatorios ambientales deberán comunicar a 
los Procuradores Judiciales Ambientales y Agrarios los autos de apertura y terminación de los 
procesos sancionatorios ambientales.”

Que, en lo atinente a principios, la Ley 1437 de 2011 consagra en su artículo 3, que;

“... todas las autoridades deberán interpretar y aplicar las disposiciones que regulan las actuaciones 
y procedimientos administrativos a la luz de los principios consagrados en la Constitución Política, 
en la Parte Primera de este Código y en las leyes especiales.

Las actuaciones administrativas se desarrollarán, especialmente, con arreglo a los principios de 
debido proceso, igualdad, imparcialidad, buena fe, moralidad, participación, responsabilidad, 



transparencia, publicidad, coordinación, eficacia, economía y celeridad.(…)”

Que visto así los marcos normativos que desarrollan la siguiente etapa del proceso sancionatorio 
ambiental, el presente asunto se resolverá de la siguiente manera;

IV. CONSIDERACIONES DE LA SECRETARÍA 

Que conforme a lo anterior y de acuerdo con lo indicado en el Concepto Técnico No. 05760 del 
15 de mayo de 2018 (por el cual se le dio alcance y se acoge el Informe Técnico Preliminar AI SA 
19-03-150099/CO 0858-14 del 19 de marzo de 2015), este Despacho advierte hechos 
constitutivos de infracción ambiental materializados en presuntos incumplimientos a la 
normatividad ambiental, por parte del señor HERNADO JOSÉ SALINAS POLO, por la 
movilización y tenencia de cuatro (4) individuos denominados Tortuga Morrocoy (Chelonoidis 
carbonarius), pertenecientes a la fauna silvestre colombiana.

Que como normatividad presuntamente infringida se tiene:

DECRETO 1076 DE 2015 “Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del 
Sector Ambiente y Desarrollo Sostenible”.

“ARTÍCULO 2.2.1.2.4.2. Modos de aprovechamiento. El aprovechamiento de la fauna silvestre y 
de sus productos sólo podrá adelantarse mediante permiso, autorización o licencia que se podrán 
obtener en la forma prevista por este capítulo.

La caza de subsistencia no requiere permiso, pero deberá practicarse en forma tal, que no se causen 
deterioros al recurso. La entidad administradora organizará sistemas para supervisar su ejercicio.”

“ARTÍCULO 2.2.1.2.5.3. No pueden ser objeto de caza ni de actividades de caza: Los animales 
silvestres respecto de los cuales la entidad administradora no haya determinado que pueden ser 
objetos de caza.

Los individuos, especímenes o productos respecto de los cuales se haya declarado veda o 
prohibición.

Los individuos, especímenes y productos cuyo número, talla y demás características no 
correspondan a las establecidas por la entidad administradora.

Los individuos, especímenes y productos respecto de los cuales no se hayan cumplido los requisitos 
legales para su obtención, o cuya procedencia no esté legalmente comprobada.

Tampoco pueden ser objeto de caza individuos, especímenes o productos, fuera de las temporadas 
establecidas de caza.

(…)”



“ARTÍCULO 2.2.1.2.22.1. Movilización dentro del territorio nacional. Toda persona que deba 
transportar individuos, especímenes o productos de la fauna silvestre debe proveerse del respectivo 
salvoconducto de movilización. El salvoconducto amparará únicamente los individuos, especímenes 
y productos indicados en él, será válido por una sola vez y por el tiempo indicado en el mismo.
El salvoconducto se otorgará a las personas naturales o jurídicas titulares de permisos de caza o de 
licencias de funcionamiento de establecimientos de caza, museos, colecciones, zoológicos y circos.”

“ARTÍCULO 2.2.1.2.24.1. Obligaciones y prohibiciones generales en relación con la fauna 
silvestre Sin perjuicio de las obligaciones específicas previstas en los títulos anteriores y de las que 
se consignen en las resoluciones mediante las cuales se otorgan permisos o licencias para el 
ejercicio de la caza o de actividades de caza, se consideran obligaciones generales en relación con 
la fauna silvestre, las siguientes: 

1. Cumplir las regulaciones relativas a la protección de la fauna silvestre, especialmente las que 
establecen vedas, prohibiciones o restricciones para el ejercicio de la caza o de las actividades 
de caza. (…)”

“ARTÍCULO 2.2.1.2.25.2. Otras prohibiciones. También se prohíbe, de acuerdo con las 
prescripciones del Decreto-Ley 2811 de 1974 y de este decreto, lo siguiente: 

1. Cazar o desarrollar actividades de caza tales como la movilización, comercialización, 
procesamiento o transformación o fomento, sin el correspondiente permiso o licencia.

Decreto-Ley 2811 de 1974, “Por el cual se dicta el Código Nacional de Recursos Naturales 
Renovables y de Protección al Medio Ambiente.” 

  “ARTÍCULO 259.- Se requiere permiso previo para el ejercicio de la caza, salvo en la de 
subsistencia. Para el de la caza comercial el permiso deberá ser aprobado por el Gobierno 
Nacional.”

Que, dicho lo anterior y de acuerdo con el Concepto Técnico No. 05760 del 15 de mayo de 2018 
por medio del cual se da alcance y se acoge el Informe Técnico Preliminar AI SA 19-03-15-
0099/CO 0858-14 del 19 de marzo de 2015, la Dirección de Control Ambiental, mediante la 
Subdirección de Silvicultura, Flora y Fauna Silvestre, de la Secretaría Distrital de Ambiente, 
identificó el presunto  incumplimiento de las disposiciones ambientales, en materia de fauna 
silvestre, por parte del señor HERNANDO JOSÉ SALINAS POLO, por la tenencia y movilización 
de cuatro (4) individuos de la especie Tortuga Morrocoy (Chelonoidis carbonarius), 
pertenecientes a la fauna silvestre colombiana, sin contar con el permiso y salvoconducto de 
movilización, especie enlistada cono VULNERABLE, en la resolución No. 0126 del 6 de febrero 
de 2024 expedida por el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible.

Que, en virtud de las anteriores consideraciones, y en aplicación a lo dispuesto por el artículo 18 
de la Ley 1333 de 2009, modificada por la Ley 2387 de 2024, se evidencia la necesidad de 
verificar si los hechos descritos constituyen infracción a las normas ambientales, razón por la cual 
se dispone el inicio de procedimiento sancionatorio ambiental en contra del señor HERNANDO 



JOSÉ SALINAS POLO.

V. COMPETENCIA DE ESTA SECRETARÍA 

Que el artículo 4° del Decreto 509 del 22 de octubre de 2025, “Por medio del cual se establece la 
estructura organizacional de la Secretaría Distrital de Ambiente”, asigna a esta Secretaría la 
función de orientar y liderar la formulación de políticas ambientales y de aprovechamiento 
sostenible de los recursos ambientales y del suelo, el manejo y aprovechamiento sostenible de 
los recursos naturales distritales y la conservación del sistema de áreas protegidas, en 
cumplimiento de las funciones asignadas por el ordenamiento jurídico vigente, a las autoridades 
competentes en la materia.
 
Que, de acuerdo con lo dispuesto en los Literales a. y m. del artículo 26 del Decreto 509 de 2025, 
se confiere en la Dirección de Procesos Sancionatorios, entre otras funciones, la de:
 
“a. Expedir los actos administrativos de trámite y conceptos técnicos para el impulso procesal de 
los procesos sancionatorios ambientales.
 
(…)
 
m. Expedir los demás actos administrativos de impulso, preparatorios, así como emitir respuestas 
a solicitudes y/o peticiones efectuadas en el marco del proceso administrativo sancionatorio 
ambiental”.
 
(…)
 
Que mediante el artículo primero de la Resolución 02063 del 23 de octubre de 2025, “Por medio 
de la cual se realiza la incorporación de unos(as) funcionarios(as) de libre nombramiento y 
remoción dentro de la nueva planta de personal de la Secretaría Distrital de Ambiente”, la 
Secretaria Distrital de Ambiente, incorporó dentro de la nueva planta global de personal de la 
Secretaría Distrital de Ambiente, a DANIEL RICARDO PÁEZ DELGADO, en el empleo de libre 
nombramiento y remoción de Director de Procesos Sancionatorios, Código 009 Grado 07, quien 
es el funcionario competente para suscribir el presente acto administrativo.
 
En mérito de lo expuesto, la Dirección de Procesos Sancionatorios de la Secretaría Distrital de 
Ambiente,

DISPONE

ARTÍCULO PRIMERO: Iniciar procedimiento sancionatorio administrativo de carácter ambiental, 
en los términos del artículo 18 de la Ley 1333 de 2009, modificada por la Ley 2387 de 2024, en 
contra del señor HERNANDO JOSÉ SALINAS POLO, identificado con cédula de ciudadanía No. 
1.063.488.240, con el fin de verificar los hechos u omisiones constitutivas de infracción a las 
normas ambientales, conforme a lo expuesto en la parte motiva del presente acto administrativo.



ARTÍCULO SEGUNDO: Realizar de oficio todo tipo de diligencias y actuaciones administrativas 
que se estimen necesarias y pertinentes en los términos del artículo 22 de la Ley 1333 de 2009, 
modificada por Ley 2387 de 2024, si hubiere lugar a ello, en orden a determinar con certeza los 
hechos constitutivos de infracción y completar los elementos probatorios.

ARTÍCULO TERCERO: Notificar el presente acto administrativo al señor HERNANDO JOSÉ 
SALINAS POLO, y/o a su apoderado o autorizado debidamente constituido, de conformidad con 
lo dispuesto en los artículos 66 y siguientes de la Ley 1437 de 2011 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

PARÁGRAFO: Al momento de la notificación, se hará entrega al investigado de (copia simple – 
digital y/o físico) del Informe Técnico Preliminar AI SA 19-03-150099/CO 0858-14 del 19 de marzo 
de 2015 y el concepto técnico No. 5760 del 15 de mayo de 2018, fundamentos técnicos del 
presente acto administrativo, para su debido conocimiento.

ARTÍCULO CUARTO: El expediente SDA-08-2018-1293, estará a disposición del interesado en 
la oficina de expedientes de esta Secretaría, de conformidad con lo establecido en el inciso 4 del 
artículo 36 de la Ley 1437 de 2011 - Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo.

ARTÍCULO QUINTO: Comunicar al Procurador Delegado para Asuntos Ambientales, Minero 
Energéticos y Agrarios el presente acto administrativo, en cumplimiento del artículo 56 de la Ley 
1333 de 2009, modificada por la Ley 2387 de 2024.

ARTÍCULO SEXTO: Publicar el contenido del presente acto administrativo en el Boletín Legal 
Ambiental, en cumplimiento del artículo 29 de la Ley 1333 de 2009, modificada por la Ley 2387 
de 2024, en concordancia con el artículo 71 de la Ley 99 de 1993.

ARTÍCULO SÉPTIMO: Contra el presente acto administrativo no procede recurso alguno de 
conformidad con lo preceptuado en el Artículo 75 de la Ley 1437 de 2011 - Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.

Expediente SDA-08-2018-1293.

NOTIFÍQUESE, COMUNÍQUESE, PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE.

Dado en Bogotá D.C., a los 26 días del mes de noviembre del año 2025
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